PAGE  
2
REF. PROCESO No. INETRNO 17932008
DEMANDANTE: YIRA LUCÍA OLARTE ÁVILA
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              SALA DE CONJUECES

          CONJUEZ  PONENTE: DR. GABRIEL DE VEGA PINZÓN

Bogotá D.C.,  Veintiocho (28) de noviembre de dos mil doce (2012).-
REF.:                        
Expediente 17932008
Actor:                     
YIRA LUCIA OLARTE AVILA
Demandado:        
LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL – CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA.

Acción:  
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
Recurso:                 
APELACION.

Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por la apoderada de la demandante, contra sentencia del 24 de abril de 2008, proferida por la sala de conjueces del Tribunal Administrativo de Cundinamarca la cual negó las pretensiones de la demanda.
ANTECEDENTES

LA DEMANDA

Estuvo encaminada a: 

1.  Que se declarara la nulidad de la Resolución No. 1575 de 20 de febrero de 2004, por la cual se resuelve el derecho de petición interpuesto ante la Directora Ejecutiva de Administración Judicial de Bogotá el día 28 de enero de 2004.
2.  Que se declarara la nulidad del acto administrativo contenido en la Resolución No. 4677 de fecha de 31 de Diciembre de 2004, notificada el 01 de Febrero de 2005 expedida por la Directora Ejecutiva de Administración Judicial, mediante la cual resuelve el recurso de reposición interpuesto contra la Resolución No. 1575 de 20 de febrero de 2004, y decide confirmar en todos sus apartes la decisión contenida en la Resolución No. 1575 de 20 de febrero de 2004, en cuanto no incluyó en el pago de las cesantías el 30% de prima especial como factor salarial para su liquidación. 

3.  Que se condene a la Nación – Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura, al pago de las prestaciones sociales adeudadas a la Dra. Yira Lucía Olarte Ávila, como funcionaria de la Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura por el equivalente al 30% desde el año de 1993 y en adelante, con todas sus consecuencias jurídicas. 

4.  Que las condenas que se hagan dentro del proceso, sean conforme a lo establecido en los artículos 176 y 177 del C.C.A.

5.  Que las condenas sean actualizadas atendiendo la variación del índice de precios al consumidor, conforme lo establezca el DANE o la Entidad que tenga a su cargo esta actividad, atendiendo lo dispuesto en el artículo 168 del C.C.A.
· Teniendo en cuenta las anteriores pretensiones, la parte demandante se apoyó en los siguientes HECHOS Y ANTECEDENTES:

1)- La Doctora Yira Lucía Olarte Ávila, se vinculó a la Rama Judicial – Consejo Superior de la Judicatura sala Jurisdiccional Disciplinaria, mediante Acuerdo 020 del 31 de Mayo de 2001, es nombrada en propiedad en el cargo de Secretaria Judicial de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura desde el 11 de junio del año 2001. 
Por disposición de las normas proferidas en el periodo de transición de los funcionarios de la Rama Judicial a la Fiscalía General de la Nación y en virtud, igualmente, de la creación del nuevo régimen privado de fondos de cesantías y pensiones, se dispuso la liquidación anual de cesantías por parte de la Entidad, para ser enviadas al fondo escogido por el funcionario.
La Rama Judicial liquidó las cesantías correspondientes al demandante por los servicios prestados desde el 2 de agosto de 1999 al 20 de agosto del mismo año y el 1 de octubre de 1999 al 24 de abril de 2001, sin reconocer o tener en cuenta como factor salarial la prima especial, que es del 30% cuando dicha suma es recibida de carácter permanente y constituye factor salarial conforme a lo dispuesto por la ley 4 de 1992 y los decreto 053 de 1993, 108 de 1994, 049 de 1995, 108 de 1996, 054 de 1997, 050 de 1998, 038 de 1999, 2743 de 2000, 1480 y 2729 de 2001 y 685 de 2002.
  

· La parte demandante adujo los siguientes cargos de violación:

Que la Rama Judicial, con la expedición de los actos administrativos mediante los cuales se negó la inclusión de la prima especial como factor salarial para el pago de las prestaciones sociales correspondientes desde el 2 de agosto de 1999 al 20 de agosto del mismo año y del 1 de octubre de 1999 al 24 de abril de 2001 del Dra. Yira Lucía Olarte Ávila, violó en forma directa lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 12 y el artículo 3 del mencionado Decreto 053 de 1993, el cual establece: “…A los servidores públicos que tomen esta opción se les liquidarán las cesantías causadas con base en la nueva remuneración, si tuvieran derecho a ellas y en adelante su liquidación y pago se hará en los mismos términos establecidos en el decreto extraordinario 3118 de 1968 y en la ley 33 de 1985”.
Que igualmente, violó el artículo 12 del Decreto 717 de 1978, el cual dispone que constituye factor salarial toda remuneración que en forma permanente reciban los funcionarios de la Rama.

Que el Decreto 053 de 1993 fue expedido por el Gobierno Nacional con el fin de desmontar el sistema de liquidación retroactivo de las cesantías de los servidores de la Fiscalía General de la nación y acabar la “prima de antigüedad”.
Que de la misma manera cuando éste artículo habla de la nueva remuneración se está refiriendo al 100% de lo que se debe pagar mensualmente al servidor que es la suma con la cual se liquidarían las prestaciones sociales.

Así las cosas, que en consecuencia, al negarse el pago del 30% dejado de liquidar, por considerar que esta proporción de la remuneración no constituye factor salarial, se violó la normatividad invocada.

Que el Decreto 053 de 1993 se refiere a remuneración y salario, términos que no son sinónimos, que por la remuneración es la base de la liquidación de la cesantía conforme al artículo 12 y para determinar la base tributaria, se resta de esa remuneración el 30% quedando el salario.

Que es preciso tener en cuenta el principio de favorabilidad que ampara los derechos laborales de cualquier servidor público o privado, que deviene del origen institucional (artículo 53, inciso 1) y el criterio generalizado y aceptado por la doctrina y la jurisprudencia según el cual todo lo que reciba el asalariado con periodicidad como remuneración por su trabajo constituye factor salarial para la liquidación de sus prestaciones sociales. A la vez que los artículos 127 y 128 del Código Sustantivo de Trabajo, traen los pagos que constituyen salario y los que no lo son.
Que de la misma manera el acto administrativo acusando resulta contrario a la jurisprudencia reiterada del Honorable Consejo de Estado y del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, quienes en idéntica casuística han sostenido:

“…. que en tratándose de prestaciones sociales irrenunciables e imprescriptibles, como los son las cesantías de los servidores públicos, tales derechos no tienen limitaciones temporales o formales y su titular puede presentar cuantas peticiones estime necesarias en defensa de sus intereses, para así tener la oportunidad en cualquier tiempo de plantear su controversia ante los órganos jurisdiccionales competentes”. (Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Sub Sección B, Octubre 31 de 1997, M.P. Luis Rafael Vergara Quintero).
Menciona la actora que en igual sentido se encuentran las providencias del Consejo de Estado de agosto 15 de 1996, Ponente Dr. Javier Díaz Bueno y del 21 de Noviembre de 1996, Consejera Ponente Dra. Dolly Pedraza de Arenas, Sentencia de abril 23 de 1998, expediente 16937, entre otras.

Como normas violadas señaló el inciso tercero del artículo 12 , artículo 3 del Decreto 053 de 1993, artículo 23 y 25 de la Constitución, Decreto 717 de 1978, principalmente.
Fundamentó la demanda en los artículos 84, 85, 138, 139, 143, 176, 206 a 214 del C.C.A. principalmente; Decreto 053 de 1993, Decreto 1386 de 1993, artículos 23 y 25 de la Constitución Nacional y demás normas aplicables y concordantes.

II  LA SENTENCIA RECURRIDA

En la sentencia de primera instancia se  negaron las pretensiones de la demanda.

· Se fundamenta la sentencia de primer grado en los siguientes aspectos, los cuáles se sintetizan así:  

En primer lugar dice la Sala que, dado que la actora se vinculó al Consejo Superior de la Judicatura a partir del 11 de junio de 2001, es de concluir que en materia de liquidación –anual y definitiva- de cesantías, su situación particular no se sujeta al régimen contenido en el Decreto 53 de 1993 y sus modificatorios, pues dicha preceptiva contiene el régimen salarial y prestacional de los servidores públicos de la Fiscalía General de la nación, que no del grueso de los empleados de la Rama Judicial, entre ellos, los del Consejo Superior de la Judicatura.
Que el conflicto se limita a establecer si con base en la normativa invocada por la memorialista, ella tiene derecho a que la prima especial del 30% que manifiesta  haber devengado, se estime en la base de liquidación de las cesantías causadas respecto de los periodos laborados. Para tal efecto, la Sala reitera el contenido del inciso 1º del artículo 14 de la Ley 4 de 1992, el cual dispone:

ARTÍCULO 14.  El Gobierno Nacional establecerá una prima no inferior al 30% ni superior al 60% del salario básico, sin carácter salarial para los Magistrados de todo orden de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Contencioso Administrativo, Agentes del Ministerio Público delegados ante la Rama Judicial y para los Jueces de la República, incluidos los Magistrados y Fiscales del Tribunal Superior Militar, Auditores de Guerra y Jueces de Instrucción Penal Militar, excepto los que opten por la escala de salarios de la Fiscalía General de la Nación, con efectos a partir del primero (1o.) de enero de 1993.
Que en relación con la naturaleza de la prima especial en cita, el Consejo de Estado precisó:

Como se dejó atrás expuesto, la prima especial, que se insiste, no tiene carácter salarial (numeral 1º del artículo 14 ley 4 de 1992), no tiene ninguna incidencia en la liquidación de las prestaciones sociales puesto que por mandato de la Ley, dicha prima no se considera factor salarial a tener en cuenta para ese efecto. Sin embargo, por disposición del artículo 1º de la Ley 332 de 1996, la prima especial si se constituye en factor de liquidación a tener en cuenta en la pensión de jubilación.
Estima esta Sala, que a pesar que se le reconociera al actor reiteradamente la prima especial, no constituye por sí y ante sí, derecho alguno y menos ha de ser tenido en cuenta para la exclusión jurídica de tal beneficio a favor del demandante por haber optado por el régimen salarial y prestacional de la Fiscalía General de la Nación y además porque tal prestación no constituye salario.
(…)

De lo anteriormente expuesto puede concluirse que dada la incompetencia del Gobierno Nacional por contrariar el postulado del artículo 14 de la Ley 4º de 1992, para establecer la prima especial de los empleados de la Fiscalía General de la Nación que se acogieron al nuevo régimen; que la situación del actor se subsume en éste supuesto, se colige entonces, que no le asistía derecho alguno al reconocimiento y pago de la prima especial del 30% porque como quedó atrás establecido, al no constituir factor salarial, no puede ser incluído en la liquidación de las prestaciones sociales. (…)
En esta dimensión la sala compartió la posición unificada del Consejo de Estado, la cual desata al efecto la litis en los mismos términos. Vale decir, que como quiera que la prima especial que la libelista manifiesta haber devengado durante su vinculación con la entidad no tiene carácter salarial por disposición expresa de la ley, no es susceptible de estimarse en la liquidación de cesantías.

Consecuentemente, dice la sala que como la prima especial no tiene carácter salarial, (por así disponerlo el numeral 1º del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992), sociales, toda vez que la normativa en comento restringió en forma expresa su carácter de factor salarial.  En contraste, el artículo 1º de la Ley 332 de 1996 estipuló que la mencionada prima sí constituye factor de liquidación para efectos de la pensión de jubilación.

Que del caso se desprende que: (I) al tenor del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, la prima especial del 30% devengada por algunos funcionarios no tiene carácter de factor salarial, y por ende, no es susceptible de computarse en la liquidación de cesantías; (II) la mencionada prima sólo tiene efectos prestacionales respecto de la pensión de jubilación.

De acuerdo a lo manifestado, la sala destacó que la normatividad invocada por la actora en la demanda hace referencia exclusivamente a servidores públicos de la Fiscalía General de la Nación, y por ello, no puede servir de fundamento a sus pretensiones. Conviniendo destacar que, en todo caso el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 definió expresamente que la prima especial no tiene carácter salarial; por lo cual en la base de liquidación de las cesantías de la actora no podía estimarse el 30% correspondiente a la citada prima especial.

Por consiguiente, al no hallarse demostrados los cargos aducidos a criterio de la sala, se reafirmó la legalidad de los actos combatidos, y por ende, privilegiar una decisión desestimatoria de las súplicas de la demanda. 
FUNDAMENTOS DEL RECURSO

Yira Lucía Olarte Ávila, por intermedio de su apoderada presentó recurso de apelación contra la sentencia, el cual se inadmitió mediante sentencia del 14 de agosto de 2008 puesto que, a juicio del H. Consejo de Estado, el proceso en cuestión, por razones de la cuantía, era de única instancia y la Corporación carecía de competencia para conocer de él.

Se interpuso así el recurso de súplica el cual fue resuelto y mediante sentencia de 3 de noviembre de 2009 se revocó el fallo de 14 de agosto de 2008 que inadmitía, ordenando continuar el trámite y admitir así el recurso de apelación.

Mediante auto de 11 de febrero de 2010 se corrió traslado al recurrente por 3 días para sustentar el recurso, así, mediante memorial el nuevo apoderado de la Doctora Yira Lucía Olarte Ávila sustentó en tiempo el recurso de apelación ante la Sección Segunda del Consejo de Estado.

En dicha sustentación afirmó que el fallo proferido por el Honorable Tribunal Administrativo de Cundinamarca no estudió de manera correcta su caso, pues no estudió lo concerniente a lo pedido, esto es, el pago y reconocimiento del 30% de prima especial con carácter salarial, y para el resto de prestaciones sociales, como son: vacaciones, primas, interés de cesantías, bonificaciones, entre otras.
Manifiesta que se desconoció el precedente del Consejo de Estado y que no se estudió los decretos salariales que rigen a los funcionarios de la Fiscalía y la Rama Judicial. Dice que no se tuvo en cuenta que todo emolumento que periódicamente recibe un trabajador constituye factor salarial, lo anterior para manifestar que el 30% de Prima especial debe constituir factor salarial, toda vez que se cancela en forma periódica por lo cual debe otorgársele la condición de factor salarial y en consecuencia debe tenerse en cuenta al momento de la liquidación de las prestaciones sociales y el reconocimiento a pensión.

Cita jurisprudencia y afirma que está demostrado que existe jurisprudencia al respecto y fundamentos legales para atreverse a solicitar mediante acción de nulidad y restablecimiento del derecho el reconocimiento y pago del 30% de prima especial como factor salarial, toda vez que esta prima debió crearse como un “sobresueldo” y no como una reducción del mismo, toda vez que va en detrimento de los funcionarios de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación.

Que al negarse el reconocimiento y pago de la referida contraprestación a los servicios prestados por un funcionario con violación de las normas citadas en el texto de sustentación, se incurre en violación de las normas de carácter constitucional que garantizan el derecho al trabajo, igualdad y que encierran como consecuencia el derecho a recibir un salario digno y sus prestaciones sociales, tales como el artículo 25 de la Carta Política y el 2 ibídem; que establece la obligación de las autoridades de velar por los derechos y garantías de los ciudadanos, amén de ser una prestación que ya ha sido reconocida a funcionarios de la Rama Judicial y que por tanto no es que carezca de fundamento legal como lo argumenta la parte demandada y como lo quiere hacer ver el fallo objeto de impugnación a criterio de la demandante.
El Honorable Consejo de Estado se ha pronunciado en distintas sentencias mediante las cuales ha declarado la nulidad de los artículos que contienen la expresión de 30% sin carácter salarial.  Así, tiene validez pretender que le sea reconocido y pagado a la actora el 30% de Prima Especial que la ley establecía sin carácter salarial, por cuanto ahora sí es de carácter salarial, por lo que debe ser reconocido para cada uno de los funcionarios que la misma ley daba su negativa. Que los funcionarios que se vieron afectados durante muchos años por la normatividad que rezaba que el 30% de Prima Especial no tenía carácter salarial, hoy en día puede pedir se les reconozca como tal, puesto que, esos artículos de cada uno de los decretos que contenían esa frase fueron declarados nulos por el Honorable Consejo de Estado. Es en lo anterior que la actora fundamenta su recurso.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La demandante manifiesta, y por medio de apoderado justifica el derecho que dice le asiste a demandar la nulidad de los actos administrativos contenidos en la Resolución No. 1575 de 20 de febrero de 2004, por la cual se resuelve el derecho de petición interpuesto ante la Directora Ejecutiva de Administración Judicial de Bogotá el día 28 de enero de 2004, la Resolución No. 4677 de fecha de 31 de Diciembre de 2004, notificada el 01 de Febrero de 2005 expedida por la Directora Ejecutiva de Administración Judicial, mediante la cual resuelve el recurso de reposición interpuesto contra la Resolución No. 1575 de 20 de febrero de 2004, y decide confirmar en todos sus apartes la decisión contenida en la Resolución No. 1575 de 20 de febrero de 2004, en cuanto no incluyó en el pago de las cesantías el 30% de prima especial como factor salarial para su liquidación. 
Mediante los anteriores actos administrativos se materializó la negativa del solicitado reconocimiento y pago de las diferencias prestacionales, al no haber sido incluida la prima especial del 30%,  aparentemente sin carácter salarial, que figura en la remuneración devengada por la accionante.

Debido al giro jurisprudencial que se ha venido generando alrededor del carácter de la Prima Especial en cuestión, respecto de su esencia o no de factor salarial para efectos de cálculo de las prestaciones sociales, es preciso realizar un estudio jurisprudencial y normativo al respecto, y para ello, tendríamos que empezar por señalar que la Ley 4 de 1992 la cual fue expedida con fundamento en la potestad regulativa que la Constitución a través del numeral 19 literales e) y f) del artículo 150
 Superior,  creó el derecho de la prima especial para mencionados funcionarios judiciales, y así dispuso:

ARTÍCULO 15.  Los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional, del Consejo de Estado, el Procurador General de la Nación, el Contralor General de la República, el Fiscal General de la Nación, el Defensor del Pueblo y el Registrador Nacional del Estado Civil tendrán una prima especial de servicios, sin carácter salarial, que sumada a los demás ingresos laborales, igualen a los percibidos en su totalidad, por los miembros del Congreso, sin que en ningún caso los supere. El Gobierno podrá
 fijar la misma prima para los Ministros del Despacho, los Generales y Almirantes de la Fuerza Pública.
El aparte “sin carácter salarial” fue declarado inexequible mediante Sentencia C-681 de 2003, en que en ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad se demandó  por considerarse violatorio del artículo 13 Superior. En la parte resolutiva de la sentencia se hizo la salvedad que el carácter salarial que tendría esta prima se entendería sólo para efectos de la cotización a pensión de jubilación:

1°. Declarar la inexequibilidad de la expresión sin carácter salarial del artículo 15 de la Ley 4a de 1992.
 
2°. La presente decisión produce efectos en las cotizaciones y liquidación de las pensiones de jubilación de los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado, del Procurador General de la Nación, el Fiscal General de la Nación, el Registrador Nacional del Estado Civil y el Defensor del Pueblo, servidores contemplados en el artículo 15 de la ley 4a de 1992.
 
3°. La prima especial de servicios constituirá factor de salario solo para la cotización y liquidación de la pensión de jubilación de acuerdo con las normas nacionales vigentes que regulan el régimen prestacional de los funcionarios señalados.
 (Negrita y cursiva fuera del texto original)

Ya había sido antes objeto de estudio de constitucionalidad esta expresión y mediante sentencia C-279 de 1996 se había declarado exequible con ponencia del Magistrado Dr. Hugo Palacios Mejía. La accionante alegó que la exclusión, como factor salarial, de los pagos correspondientes a la prima técnica y especial, implicaba una violación al principio  de igualdad de los trabajadores, "en este caso, la  que debe existir entre los miembros del Congreso y los Magistrados de las altas corporaciones judiciales" (proveniente del decreto 462 de 1984), y en términos numéricos señaló las diferencias salariales existentes entre unos y otros,  para demostrar las condiciones de inferioridad en que los magistrados  de las altas corporaciones judiciales se encuentran. Se dijo en Sentencia que:

“El legislador conserva una cierta libertad para establecer, qué componentes constituyen, o no salario; así como la de definir y desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia desarrollar la Constitución. El considerar que los pagos por primas técnicas  y especiales no sean factor salarial, no lesiona los derechos  de los trabajadores, y no implica una omisión o un incorrecto desarrollo del especial deber de protección que el Estado colombiano tiene en relación con el derecho al trabajo, ni se aparta de los deberes  que Colombia ha adquirido ante la comunidad internacional”.

Mediante Sentencia C-052 de 3 de febrero de 1999, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz, la Corte Constitucional declaró: estese a lo resuelto en Sentencia C-279 de 1996 de 24 de junio de 1996, y reiteró de esta manera la exequibilidad de la expresión: “sin carácter salarial” contenida en los artículos 14 y 15 de la Ley 4 de 1992.

“En efecto, esta Corporación en sentencia  C-279 de 1996, de fecha 24 de junio, M.P. Conjuez Dr. Hugo Palacios Mejía, Expedientes D-002, D-204 y D-817 (acumulados), declaró exequibles la expresión: "sin carácter salarial" contenida en  los artículos 14 y 15 de la ley 4 de 1992.  Esta decisión al tenor de lo dispuesto en el artículo 242 de la Constitución, ha hecho tránsito a "cosa juzgada constitucional" y por tanto, sólo resta ordenar estarse a lo  resuelto en la referida  providencia”.
Como se evidencia, la Corte resultaba enfática al señalar que el carácter salarial de la Prima Especial del 30% sólo aplicaba para efectos de cotización de pensión, y que cualquier otra consideración sobre su inconstitucionalidad para diferentes efectos, significaría un tema superado al tratarse de Cosa Juzgada Constitucional. Que por tanto, la inclusión que la demandante pretende del equivalente al 30% del salario representado en lo que percibe como prima especial para efectos de cálculo de prestaciones se consideraría a primera vista improcedente en tanto las prestaciones sociales no hacen parte de las mismas, y si se tiene que la prima especial es una prestación social y además de ello que no tiene carácter salarial, y es a partir del salario que aquellas se calculan, desde el punto de vista puramente conceptual se haría totalmente inviable la pretensión de la actora.

La facultad del determinar los factores integrantes de las prestaciones sociales es, como ya se vio, facultad del Legislador, lo cual fue señalado por la Corte Constitucional en Sentencia c-470 de 1995:

“La Constitución no ha señalado reglas para efectos de determinar los factores salariales que han de tenerse en cuenta para la liquidación de prestaciones sociales. Por consiguiente, corresponde al legislador, dentro de los criterios de justicia, equidad, racionalidad y razonabilidad, determinar los aludidos factores, lo cual hizo en el presente caso”. 
Por lo tanto, lo que no es determinado por el legislador de manera explícita, no le es dable al actor  de la acción suponer, considerar o ampliar para su beneficio.
La Corte en Sentencia C-432 de 2004 M.P. Dr. Rodrigo Escobar Gil, en cuanto a regímenes especiales de prestaciones sociales precisó:

“El carácter especial se contrapone a los calificativos excepcional y autónomo, en torno al ámbito de la aplicación de un régimen normativo en un determinado ordenamiento jurídico. Así, lo reconoce la doctrina, al establecer que el derecho excepcional es aquel régimen normativo que supone la existencia de otro -de mayor alcance y jerarquía- frente al cual se introducen derogaciones, subrogaciones o modificaciones en aspectos puntuales. Es derecho autónomo el conjunto de disposiciones jurídicas que dependen de si mismas y se encuentran sujetas a sus propios principios generales. Finalmente, es derecho especial aquel régimen normativo que, sin llegar a ser autónomo, supone una regulación separada y libre de una materia independiente, que responde a una cierta y exclusiva individualidad técnica y económica”.
Así las cosas, la Prima del 30% por su carácter especial es susceptible perfectamente, como sucede en la actualidad, de la regulación separada correspondiente a una cierta y exclusiva individualidad técnica y económica; por tanto, en consonancia con el principio de igualdad del artículo 13 considerarse lesivo su no inclusión como factor salarial para efectos de cálculo de las prestaciones sociales carecería de sentido. 
Importante citar la Sentencia C-279 de 1996 en la cual la Corte Precisó:

“No se exige igualdad cuando hay razones objetivas, no arbitrarias, para  establecer regímenes diferentes entre los sujetos de las normas que imperan en la República”.

Por lo anterior, una teoría exegética del caso, traería como resultado que el hecho que la prestación del artículo 14 y 15 de la Ley 4 de 1992 constituya salario únicamente para efectos de cálculo de la pensión no se consideraría lesivo del derecho de igualdad, puesto que los móviles para su inclusión distan de manera considerable de aquellas que podrían considerarse fundamento para hablar de esta prima como factor salarial para calculo prestacional.
Pese a lo anterior, jurisprudencialmente se ha formado el criterio según el cual el 30% de los ingresos mensuales, representados en la prima especial, de los funcionarios señalados en el artículo 14 y 15 de la Ley 4 de 1992 constituyen factor salarial para el cálculo de prestaciones sociales. Este criterio tiene como base las siguientes premisas las cuales se precisaron en fallo del 19 de mayo de 2010 de la Sección 2 subsección B del Consejo de Estado, Consejera Ponente: Bertha Lucía Ramírez de Páez, Actora: Leonor Chacón Antía. Expediente Nº 25000232500020050113401:

1. El ejecutivo desbordó su poder por cuanto bajó la apariencia de una prima especial equivalente al 30% del sueldo básico, en realidad despojó de efectos salariales a dicho porcentaje, con lo que disminuyó el monto de las prestaciones sociales.

2. La Ley 4ª de 1992 materializó el literal e) del numeral 19 del artículo 150 de la Constitución Nacional, que contiene criterios para fijar el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, miembros del Congreso y Fuerza Pública. Esta ley en el artículo 2 previó un concepto cerrado en cuanto prohíbe al Gobierno de manera genérica desmejorar los salarios y las prestaciones sociales de los servidores del Estado.

3. El control de legalidad sobre los decretos reglamentarios de la Ley 4 de 1992, no se agota en la confrontación formalista de textos,  sino que el alcance del control conduce al Juez Contencioso a examinar los contenidos de la norma respecto de la formulación de los programas para organizar la remuneración de los servidores públicos.

4. La Constitución Nacional mantiene el criterio de la Carta Política anterior respecto de que las primas representan un incremento a la remuneración y no una merma en las condiciones laborales.

En el mismo fallo se dijo:

“Dirá la Sala que conforme con los antecedentes jurisprudenciales que demostraron el carácter salarial del 30% de la asignación básica mensual estipulada como prima, es del caso revocar la sentencia impugnada y en consecuencia en aplicación del artículo 4 de la Constitución Nacional ordenar la inaplicación por Inconstitucional de los artículos 7 de los Decretos Nos. 2740 de 2000 y 2720 de 2001 y 6 de los Decretos Nos. 673 de 2002 y 3569 de 2003, en cuanto previeron como Prima, sin carácter salarial, el treinta por ciento (30%) del salario básico mensual de los Magistrados de todo orden de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Contencioso Administrativo, de los Jueces de la República, de los Coordinadores de Juzgado Penal de Circuito Especializado, de los Magistrados y Fiscales del Tribunal Superior Militar, los Auditores de Guerra y Jueces de Instrucción Penal Militar; y la nulidad parcial de los actos acusados habida cuenta que desmejoraron laboralmente los derechos prestaciones de la actora; ordenando a título de restablecimiento del derecho la reliquidación del 30% con incidencia en las prestaciones legales desde el 17 de septiembre de 2000 hasta el 16 de septiembre de 2003, excepto el auxilio de cesantía conforme quedó expuesto.”
La anterior conclusión se concretó luego de citar la sentencia de 2 de abril de 2009, proferida por la Sección Segunda
 del Consejo de Estado que decidió la demanda incoada en virtud del artículo 84 del Código Contencioso Administrativo por Luis Esmeldy Patiño López contra el Gobierno Nacional, Ministerios del Interior y de Justicia y Hacienda y Crédito Público y el Departamento Administrativo de la Función Pública, a través de la cual se declaró la nulidad del artículo 7
 del Decreto 618 de 2 de marzo de 2007 “Por el cual se dictan normas sobre el régimen salarial y prestacional para los servidores públicos de la Rama Judicial y de la Justicia Penal Militar y se dictan otras disposiciones.”.Se tomaron como aspectos relevantes a la decisión, entre otros, el siguiente:

“RECTIFICACIÓN JURISPRUDENCIAL

Esta Sala en sentencia de 9 de marzo de 2006 proferida dentro del proceso No.0121-2003 
, examinó la manera como el Gobierno Nacional en los Decretos Reglamentarios Nos.  057, 106, 043, 036, 076, 064, 044, 2740, 2720 y 673 de las anualidades comprendidas entre 1993 y 2002 respectivamente, manejó el cumplimiento del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, en lo concerniente a la prima sin carácter salarial del 30% del salario básico mensual de los Magistrados de todo orden de los Tribunales del Distrito Judicial y Contencioso Administrativo, Jueces de la República, entre otros, e indicó en aquella ocasión, un control literal entre los Decretos cuestionados y el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, para concluir, que el Gobierno Nacional no desbordó la pauta señalada en la ley marco, porque su actividad únicamente se limitó, en concordancia con la norma que la autorizó, a señalar el porcentaje a título de prima dentro de la escala porcentual señalada (sic) por el legislador y en ese orden, estimó que por este concepto el 30% de la asignación básica tendría esta connotación.  

Descalificó por desatino la afirmación de los actores, en cuanto sostenían que el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, creó una prima adicional a la asignación básica, y el Gobierno Nacional la obvió cuando imputó una parte del salario al carácter de esta prima, presentando como argumento la jurisprudencia de aquel entonces, “que la interpretación textual del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 no permite llegar al aserto precedente en tanto mediante la citada norma no se crea la citada prima ni a la postre se faculta al Gobierno para crearla sino simplemente se le autoriza para determinar porcentualmente una parte de la asignación básica como prima sin carácter salarial”.  Concluía la providencia, “… que el espíritu de la Ley 4ª de 1992,… consistió en “quitarle” a una porción de la asignación básica efectos salariales y reflexionó que como toda asignación básica, per se, comporta efectos salariales decidió denominarla prima en orden a evitar confusiones generadoras de controversias jurídicas”. (Resalta la Sala).

Como puede comprenderse, la rectificación que en este fallo se explicita, surge de la concepción misma de control que incumbe al Juez Contencioso respecto de los decretos reglamentarios de la ley marco, al puntualizar que el control jerárquico entre éstos y la voluntad del Legislador no puede de manera alguna ser de mera literalidad o de simple confrontación formal de normatividad, pues como la Sala ahora lo sostiene, la naturaleza misma de la ley marco obliga a que el control de los decretos que la desarrollan deba necesariamente ser de contenido.

(…)

TESIS DE LA SALA  FRENTE AL CASO EN  ANÁLISIS

Como el problema que surge de la demanda reside en la aplicación que hizo el Gobierno del fenómeno de la prima especial sin carácter salarial para un grupo de servidores de la Rama Judicial, conviene examinar los alcances de esta figura dentro del contexto jurídico de la función pública conforme al régimen que lo ha regulado antes de la expedición de la Carta de 1991 y después de la misma, a fin de desentrañar con la mayor claridad posible, la textura de la figura dado que ella hace parte del universo jurídico plasmado en la Ley 4ª de 1992. Veamos:

Lo primero que hay que registrar es que conforme al Acto Legislativo surgido del Plebiscito de 1957 (artículo 5º), la función pública quedó vinculada a la carrera administrativa como sistema de acceso y permanencia en el servicio público, es por eso que fue expedida la Ley 19 de 1958, para facilitar un modelo técnico en la clasificación de los empleados públicos que serviría de guía principal para establecer entre otros aspectos, la remuneración de los servidores públicos conforme a los deberes del empleo, la responsabilidad y los requisitos mínimos para la designación; sin embargo, fue solo hasta la conocida reforma constitucional de 1968, que  posibilitó la expedición de la Ley 65 de 1967, base normativa para la modernización de la regulación técnica de la función pública, de ahí se derivan los Decretos 2400 de 1968 y 1950 de 1973, 3135 del mismo año y 3148  que lo adiciona, donde surge con regularidad un particular fenómeno jurídico en la remuneración de los empleados del Estado ordinariamente mencionado bajo el título de “primas”, para  significar invariablemente, un agregado en su ingreso laboral en ocasiones de naturaleza prestacional y en otras de carácter salarial, o como simple bonificación, pero en todo caso con la constante de representar un incremento en los ingresos derivados de la relación laboral. 

En lo específico de la figura tomada en su  aspecto salarial, el Decreto 1042 de 1968, contentivo de la clasificación y remuneración de los cargos para los empleos públicos, la noción de “prima” como concepto genérico, emerge a título de reconocimientos económicos adicionales para el empleado a fin de expresar cualidades o características particulares del mismo, que con todo, implican un aumento en su ingreso laboral, es así, como la prima técnica, la prima de antigüedad, la prima de clima, entre otras, representan un sistema utilizado en la función pública para reconocer un “plus” en el ingreso de los servidores públicos, sin importar que en la  definición normativa de esencia, sea o no definido su carácter salarial, prestacional o simplemente bonificatorio.

Por consiguiente, la Sala puede señalar que el concepto de prima dentro del régimen jurídico anterior a la expedición de la Carta de 1991, opera invariablemente como un fenómeno retributivo de carácter adicional a la actividad laboral cumplida por el servidor público.  

Posteriormente, con la expedición de la Carta Fundamental de 1991, el concepto mantiene identidad funcional con la manera como el régimen jurídico anterior se refirió a las primas para sobre su estructura representar  básicamente un incremento a la remuneración; propiamente es posible reconocer que la Ley 4ª de 1992, retomó los elementos axiológicos de la noción, de manera que volvió a mencionar el concepto de prima como un fenómeno complementario de adición a la remuneración de los servidores públicos, tal como efectivamente quedó consagrado en los artículos 14  y 15 de dicha codificación; de forma que el entendimiento del concepto en vigencia del sistema de remuneración de los servidores públicos, luego de la Carta de 1991 y conforme a su ley marco, sigue situándose como un incremento, un “plus” para añadir el valor del ingreso laboral del servidor.

Lo anterior, amerita reflexionar en torno a si asiste razón a la tesis que considera que el concepto de prima dentro de los componentes que integran la remuneración de los servidores públicos, puede válidamente  tener significado contradictorio, es decir, negativo a lo analizado o por lo menos, ambiguo para representar al mismo tiempo un agregado en la remuneración y contemporáneamente una merma de efecto adverso en el valor de la misma.  Prima facie, es dable afirmar que una noción que representa al tiempo contenidos contradictorios, debe disolverse por la acción de la Justicia, es decir, es carga de la Judicatura entender los alcances del ordenamiento jurídico de forma consistente a la protección de los derechos de las personas - inciso 2° del artículo 53 de la Constitución Política - , todo ello dentro del contexto de un cometido que  proporciona y justifica la existencia del Estado, de manera que, atendiendo esta mínima y básica realidad, no será posible asignar al concepto de prima usado por el Legislador en los artículos 14 y 15 de la Ley 4ª de 1992, una consecuencia diferente a la de representar un incremento remuneratorio.  Este razonamiento, además, es consecuente con el principio de progresividad, constitucionalmente plasmado en el artículo 53 de la Carta Política, ya citado, pues deriva  la noción de salario vital y móvil proporcional a la cantidad y calidad del trabajo; justamente, hay que reconocer que la funcionalidad de las “primas” en la remuneración de empleados y trabajadores, desarrolla y expresa esta característica conceptual con el alcance jurídico que precisamos dentro el sistema salarial vigente.

Como resulta un contrasentido lógico, extraño al derecho, aceptar que las primas por mas exentas que estén de su carácter salarial representen una merma al valor de la remuneración mensual de los servidores públicos, es consecuencia evidente de lo considerado, concluir que el artículo 7° del Decreto No. 618 de 2007, al tomar un 30% de la remuneración del funcionario para restarle su valor a título de prima especial sin carácter salarial, materialmente condensa una situación de violación a los contenidos y valores establecidos en la Ley 4ª de 1992 y por lo tanto habrá necesidad de  excluirlo  del ordenamiento jurídico.”
La sentencia de 9 de marzo de 2006, M. P. Dr. Alejando Ordóñez Maldonado, Exp. No. 11001032500020030005701 (0121-2003), Actor  Nelson Orlando Rodríguez Gama y otros) es también precedente para establecer que el 30% equivalente a la prima de los funcionarios descritos en el artículo 14 y 15 de la ley 4 de 1992 es adicional a la asignación básica, razonando que a una parte del salario se le imputó el carácter de prima obviando el Gobierno lo anterior, sin que significara una desmejora que repercutiera en el cálculo prestacional, se consideró así:

“En lo atinente al fondo del asunto, la Sala observa que los actos acusados no desconocieron los principios y criterios fijados en la Ley 4ª de 1992 y que a contrario sensu guardaron fidelidad con la previsión del legislador consignada en el artículo 14 de la norma ibídem
 y por ende, no la desbordaron. 

Al examinar el tenor literal del precitado artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, la Sala observa, de manera diáfana, que el legislador en virtud de su facultad de señalar las pautas y criterios a los cuales se debe someter el Gobierno Nacional en la fijación del régimen salarial y prestacional de los empleados públicos (artículo 150, numeral 19, literal e) de la C.P.) determinó que DEL SALARIO BASICO, es decir, como parte del mismo, el Gobierno Nacional establecería un porcentaje a título de prima, sin carácter salarial
, y de allí surge que la materia que se defirió al Gobierno, consistió en el señalamiento del porcentaje por este concepto el cual oscilaría entre un 30% y un 60%.

Conforme a lo expuesto, se infiere que el Gobierno Nacional en los apartes de los actos acusados
, no desbordó la pauta señalada en la Ley Marco, porque su actividad únicamente se limitó, en concordancia con la norma que la autorizó, a señalar el porcentaje a título de prima dentro de la escala porcentual señalada por el legislador y en ese orden, estimó que por este concepto el 30% de la asignación básica tendría esta connotación. 

En virtud de lo anterior, es desatinada la afirmación de la parte actora al esbozar que en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 se CREÓ una prima ADICIONAL a la asignación básica y al señalar que el Gobierno Nacional obvió atender este cometido cuando le imputó a una parte del salario el carácter de prima, porque como se indicó, la interpretación textual del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 no permite llegar al aserto precedente, en tanto mediante la citada norma no se CREA la citada prima ni a la postre se faculta al Gobierno para CREARLA sino simplemente se le autoriza para determinar porcentualmente una parte de la asignación básica como prima, sin carácter salarial.

Se concluye que el espíritu de la Ley 4ª de 1992 y al cual se acogió de manera fidedigna el Gobierno Nacional en los apartes de los actos acusados, consistió en “quitarle” a una porción de la asignación básica efectos salariales y reflexionó que como toda asignación básica per se comporta efectos salariales decidió denominarla prima en orden a evitar confusiones generadoras de controversias jurídicas.”

Si las condiciones laborales en materia salarial y prestacional de los servidores por mandato normativo expreso no podían ser desmejorados por el Ejecutivo, no es posible entonces que aquél en desarrollo de sus facultades constitucionalmente señaladas al expedir los Decretos que desarrollaban la Ley 4 de 1992 extralimitara sus funciones, y con la creación de la prima del 30% disminuyera el salario de los servidores y por tanto afectara la situación prestacional de aquellos. Más aún cuando el artículo 121 Superior les prohíbe genéricamente actuaciones como éstas, así señala que: “ARTICULO 121. Ninguna autoridad del Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y la ley”. Su función quedó así culminada con la creación de la prima del 30% adicional al salario.

Aún lo anterior, es preciso señalar que el mismo artículo 14 y 15 de la Ley 4 de 1992 se encargaron de señalar taxativamente quienes eran los beneficiaros de dicha prestación:

ARTÍCULO 14. El Gobierno Nacional establecerá una prima no inferior al 30% ni superior al 60% del salario básico, sin carácter salarial para los Magistrados de todo orden de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Contencioso Administrativo, Agentes del Ministerio Público delegados ante la Rama Judicial y para los Jueces de la República, incluidos los Magistrados y Fiscales del Tribunal Superior Militar, Auditores de Guerra y Jueces de Instrucción Penal Militar, excepto los que opten por la escala de salarios de la Fiscalía General de la Nación, con efectos a partir del primero (1o.) de enero de 1993.
Igualmente tendrán derecho a la prima de que trata el presente artículo, los delegados departamentales del Registrador Nacional del Estado Civil, los Registradores del Distrito Capital y los niveles Directivo y Asesor de la Registraduría Nacional del Estado Civil.
PARÁGRAFO. Dentro del mismo término revisará el sistema de remuneración de funcionarios y empleados de la Rama Judicial sobre la base de la nivelación o reclasificación atendiendo criterios de equidad. 

ARTÍCULO 15. *Aparte tachado INEXEQUIBLE Los Magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la Corte Suprema de Justicia, de la Corte Constitucional, del Consejo de Estado, el Procurador General de la Nación, el Contralor General de la República, el Fiscal General de la Nación, el Defensor del Pueblo y el Registrador Nacional del Estado Civil tendrán una prima especial de servicios, sin carácter salarial, que sumada a los demás ingresos laborales, igualen a los percibidos en su totalidad, por los miembros del Congreso, sin que en ningún caso los supere. El Gobierno podrá fijar la misma prima para los Ministros del Despacho, los Generales y Almirantes de la Fuerza Pública.
En el Artículo 15 de la Ley 4 de 1992 como se vio, fue concebida una prima especial de servicios que en un primer momento no tenía carácter salarial, para los Magistrados de las altas cortes, el Procurador General de la Nación, el Contralor General de la República, el Fiscal General de la Nación, el Defensor del Pueblo y el Registrador Nacional del Estado Civil.  Con base en la disposición de la norma que “El gobierno podrá fijar la misma prima para los ministros del despacho, los generales y almirantes de la fuerza pública” El Gobierno Nacional, profirió el decreto 873 de 2 de junio de 1992, que en su artículo primero estipuló: “ARTÍCULO 1º La Prima Especial de Servicios de que trata el artículo 15 de la Ley 4ª de 1992, será igual a la diferencia entre los ingresos laborales totales anuales recibidos por los miembros del Congreso, y los que devenguen los funcionarios que tienen derecho a ella.  Tendrán derecho a la Prima Especial de Servicios, de que trata este artículo, los Ministros del Despacho que se posesionen con posterioridad a la publicación del presente decreto y los Generales y Almirantes cuando se presente un ascenso a alguno de dichos grados.”  

Así las cosas, para el caso bajo examen tenemos que dicha prestación no fue contemplada su extensión de constitutiva de carácter salarial para la actora, pues la función que esta desempeña no se incluye en los beneficiarios de dicha prestación, e incluso, ni por referencia, cuando en se crea la bonificación por compensación de que trata el Decreto 610 de 1998 se hace referencia a la prima especial con carácter salarial percibida por secretarios, sólo hace referencia a una prestación en esas condiciones (constitutiva de factor salarial) de: “Magistrados de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, Contencioso Administrativo, Nacional y Superior Militar; a los Magistrados Auxiliares de la Corte Suprema de Justicia, la Corte Constitucional, y el Consejo Superior de la Judicatura; a los Abogados Auxiliares del Consejo de Estado; a los Fiscales y Jefes de Unidad ante el Tribunal Nacional; a los Fiscales del Tribunal Superior Militar, los Fiscales ante el Tribunal de Distrito, y los jefes de Unidad de Fiscalía ante Tribunal de Distrito”.
Incluso tampoco en el decreto 873 de 1992 ni en la ley 332 de 1996 que amplía la aplicación de la Prima Especial.

Es por esto que, pese a que está totalmente demostrado el carácter salarial de la Prima Especial del 30%, las pretensiones de la actora no llaman a prosperar por no encontrarse inmersa su condición laboral dentro de los beneficiarios que la ley señala para esta prima sin carácter salarial.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Sala de Conjueces, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

FALLA
1. CONFÍRMESE la sentencia proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección D, el día 24 de abril de 2008 de acuerdo a las consideraciones del presente fallo.
2. NIÉGUESE las pretensiones de la demanda.

Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

CÓPIESE,  NOTIFÍQUESE  Y  CUMPLASE.

Se deja constancia de que la anterior sentencia fue leída, discutida y aprobada por Sala de Conjueces en la sesión de la fecha.  

GABRIEL DE VEGA PINZÓN

Conjuez Ponente 

JORGE IVÁN ACUÑA ARRIETA         EURÍPIDES DE JESÚS CUEVAS CUEVAS                              

                 Conjuez                                                    Conjuez
ERNESTO FORERO VARGAS                                      HERMANN SALAS QUINN                 
                  Conjuez






      Conjuez



LUIS FERNANDO VILLEGAS GUTIÉRREZ
Conjuez







�








� ARTICULO 150. Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones: 





19. Dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos: 





e)  Fijar  el régimen  salarial y prestacional de  los empleados públicos,  de los miembros del Congreso Nacional y la Fuerza Pública; 


f)  Regular  el régimen  de  prestaciones sociales mínimas de  los trabajadores oficiales. 





� La Corte Constitucional se declaró INHIBIDA de fallar sobre la expresión “podrá” por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-079 de 2006 de 8 de febrero, M.P. Dr. Alfredo Beltrán Sierra.


 


� Exp. No. 110010325000200700098-00 (1831-07).


� “Artículo 7°. El treinta por ciento (30%) de la remuneración mensual de los siguientes servidores públicos se considera como prima especial, sin carácter salarial:


 1. Del Consejo Superior de la Judicatura, de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado:


 Secretario Judicial del Consejo Superior de la Judicatura


 Secretario General


 Jefe de Control Interno 


 Director Administrativo 


 Director de Planeación


 Director de Registro Nacional de Abogados 


 Director de Unidad


 Secretario de Sala o Sección 


 Relator


 Secretario de Presidencia del Consejo de Estado


 2. De la Dirección Ejecutiva de la Administración Judicial: 


 Director Administrativo


 Director Seccional


 3. De los Tribunales Judiciales: Abogado Asesor.”.





� Radicación expediente No.11001032500020030005701.  Demandante: Nelson Orlando Rodríguez Gama y otros.  M.P. Alejandro Ordóñez Maldonado.


� El Gobierno Nacional establecerá una prima no inferior al 30% ni superior al 60% del salario básico, sin carácter salarial para los Magistrados de todo orden de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Contencioso Administrativo, Agentes del Ministerio Público delegados ante la Rama Judicial y para los Jueces de la República, incluidos los Magistrados y Fiscales del Tribunal Superior Militar, Auditores de Guerra y Jueces de Instrucción Penal Militar, excepto los que opten por la escala de salarios de la Fiscalía General de la Nación, con efectos a partir del primero (1o.) de enero de 1993. 


Igualmente tendrán derecho a la prima de que trata el presente artículo, los delegados departamentales del Registrador Nacional del Estado Civil, los Registradores del Distrito Capital y los niveles Directivo y Asesor de la Registraduría Nacional del Estado Civil. 


PARÁGRAFO. Dentro del mismo término revisará el sistema de remuneración de funcionarios y empleados de la Rama Judicial sobre la base de la nivelación o reclasificación atendiendo criterios de equidad. 





� La expresión subrayada y en negrilla fue declarada exequible por la Corte Constitucional mediante la sentencia C-279/96 de fecha 24 de junio de 1996, M.P: Dr. Hugo Palacios Mejía.- 


� Artículo 6º del Decreto Nro. 57 de 1993: “En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, se considerará como prima, sin carácter salarial, el treinta por ciento (30%) del salario básico mensual de los Magistrados de todo orden de los Tribunales Superiores de Distrito Judicial y Contencioso Administrativo, de los Jueces de la República, de los Magistrados y Fiscales del Tribunal Superior Militar, los Auditores de Guerra y Jueces de Instrucción Penal Militar.”. El mismo texto, se encuentra incorporado en el artículo 6º del Decreto Nro. 106 de 1994 y a partir de dicha norma se agregan los  coordinadores de juzgado regional-; en el artículo 7º del Decreto 43 de 1995; en el artículo 6º del Decreto Nro. 36 de 1996; en el artículo 6º  del Decreto 76 de 1997; en el artículo 6º del Decreto Nro. 64 de 1998; en el artículo 6º del Decreto Nro. 44 de 1999; en el artículo 7º del Decreto 2740 de 2000; en el artículo 7º del Decreto 2720 de 2001 y en el artículo 6º del Decreto Nro. 0673 de 2002.   
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